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 El Pleno de la Audiencia de Cuentas de Canarias, en el ejercicio de la función 
fiscalizadora establecida en el artículo 5.1 de la Ley 4/1989, de 2 de mayo, y a tenor de 
lo previsto en el artículo 18 de la misma disposición y concordantes del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento, ha aprobado, en su sesión de 30 de noviembre de 
2006, el Informe de fiscalización de diversas áreas del Ayuntamiento de Los Silos 
(Tenerife), ejercicios 2000 a 2004. Asimismo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 
19 de la Ley 4/1989, ha acordado su elevación al Parlamento de Canarias y su 
remisión al Tribunal de Cuentas y al Pleno de la Corporación, así como al anterior 
Presidente de la misma, quien ostentaba su representación durante el periodo 
fiscalizado. 
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SIGLAS 

 
LBRL Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local. 
LRFP Ley 30/1984, de 2 de agosto, de medidas urgentes para la reforma de la Función 

Pública. 
LRHL Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas locales. 
ROF Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las 

Entidades locales, aprobado mediante el Real Decreto 2.568/1986, de 28 de 
noviembre. 

RPL Reglamento Presupuestario, aprobado mediante el Real Decreto 500/1990, de 
20 de abril, por el que se desarrolla el capítulo 1º del título 6º de la LRHL en 
materia de presupuestos. 

TRLCAP Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, 
aprobado mediante Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio. 
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1. INTRODUCCIÓN 
 
 
1.1. Justificación. 
 
 En virtud de lo dispuesto en el artículo 1 de la Ley 4/1989, de 2 de mayo, a la 
Audiencia de Cuentas de Canarias le corresponde la fiscalización externa de la gestión 
económica, financiera y contable del sector público de la Comunidad Autónoma de 
Canarias, del que forman parte las Entidades Locales que forman parte del territorio de 
la Comunidad Autónoma, según el artículo 2 de la misma Ley. 
 
 El Programa de Actuaciones de la Audiencia de Cuentas para el ejercicio 2006, 
aprobado por el Pleno en sesión celebrada el 27 de diciembre de 2005 incluye la 
fiscalización de diversas áreas del Ayuntamiento de Los Silos (Tenerife). 

 
 

1.2. Objetivos.  
 
 La actuación fiscalizadora realizada es una fiscalización de regularidad limitada 
a los aspectos que se indican en el alcance, con los siguientes objetivos: 
 
a) Verificar si la actividad económico-financiera se ha desarrollado de conformidad 
con las normas, disposiciones y directrices que le son de aplicación. 
 
b) Verificar si los hechos económicos analizados han sido adecuadamente 
contabilizados y tienen su adecuado reflejo en los estados y Cuentas Anuales 
correspondientes. 
 
 
1.3. Alcance.  
 
 La fiscalización abarca los ejercicios 2000 a 2004 e incluyó las pruebas y 
procedimientos precisos para verificar las siguientes materias: 
 

• Realización del arqueo extraordinario y la comprobación del Inventario 
de Bienes y Derechos de la Corporación como consecuencia de las 
elecciones locales de 2003. 

 
• Aprobación del Presupuesto General de los ejercicios 2001 a 2003. 
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• Aprobación de la liquidación del Presupuesto del ejercicio 2002. 
 

• Aprobación de las Cuentas Generales de los ejercicios 1997 a 1999. 
 

• Existencia de la Relación de Puestos de Trabajo. 
 

• Retribuciones del Alcalde-Presidente, Concejales, Funcionarios y 
Personal Laboral. 

 
• Percepción de indemnizaciones por el Alcalde-Presidente y Concejales. 

 
• Funcionamiento del Registro General así como del Libro de 

Resoluciones. 
 

• Tramitación de los contratos administrativos. 
 
 El trabajo se ha llevado a cabo de acuerdo con los Principios y Normas de 
Auditoría del Sector Público para los Órganos de Control Externo y con las Normas 
Internas de Fiscalización de la Audiencia de Cuentas, y en lo no contemplado en las 
mismas por las Normas de Auditoría Generalmente Aceptadas. 
 
 Debemos señalar la colaboración prestada, tanto por el equipo de gobierno 
municipal, como por el personal del Ayuntamiento. 
 
 El trabajo de campo concluyó el 25 de julio de 2006. 
 
 
1.4. Descripción de la Entidad y marco jurídico. 
   

El municipio de Los Silos es la entidad básica de la organización de su territorio 
y el elemento de participación ciudadana en los asuntos públicos que afectan 
directamente a sus intereses. El municipio goza de autonomía, personalidad jurídica y 
plena capacidad para el ejercicio de las funciones públicas que tiene encomendadas, 
para representar los intereses de la colectividad y para gestionar los servicios públicos 
cuya titularidad asume. 
 

Ubicado en el ángulo noroeste de la isla de Tenerife, Los Silos se extiende 
desde el puerto de Erjos, a 1200 m. de altitud hasta el Océano Atlántico, posee una 
superficie total de 24,23 Km2 y una población de derecho, según el censo a 1 de enero 
de 2004, de 5.547 habitantes. 
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La legislación que regula la actividad económico-financiera, presupuestaria y 

contable de la Entidad en el período fiscalizado se contiene, fundamentalmente, en las 
siguientes disposiciones: 
 

• Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas Urgentes para la Reforma de la 
Función Pública. 

• Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local. 
• Ley 39/1988, de 28 de diciembre, Reguladora de las Haciendas Locales. 
• Ley 40/1988, de 9 de diciembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas 

Físicas. 
• Ley 18/2001, de 12 de diciembre, General de Estabilidad Presupuestaria. 
• Ley 2/1987, de 30 de marzo, de la Función Pública Canaria. 
• Ley 14/1990, de 26 de julio, de Régimen Jurídico de las Administraciones 

Públicas Canarias. 
• Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el 

Texto Refundido de las Disposiciones Legales Vigentes en materia de 
Régimen Local. 

• Real Decreto Legislativo 1.091/1988, de 23 de septiembre, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria. 

• Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el 
Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas. 

• Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de mayo, por el que se aprueba el 
Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales. 

• Real Decreto 861/1986, de 25 de abril, por el que se establece el Régimen de 
las Retribuciones de los Funcionarios de Administración Local. 

• Real Decreto 1.372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el 
Reglamento de Bienes de las Entidades Locales. 

• Real Decreto 2.568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el 
Reglamento de Organización, Funcionamiento, y Régimen Jurídico de las 
Entidades Locales. 

• Real Decreto 1.174/1987, de 18 de septiembre, por el que se aprueba el 
Régimen Jurídico de los Funcionarios de la Administración Local con 
Habilitación de Carácter Nacional. 

• Real Decreto 236/1988, de 4 de marzo, sobre Indemnización por razón del 
servicio. 

• Real Decreto 500/1990, de 20 de abril, por el que se desarrolla el capítulo 1º 
del Título 6º de la Ley 39/1988, reguladora de las Haciendas locales, en 
materia de presupuestos. 

• Real Decreto 1.098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el 
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Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones 
Públicas. 

• Orden del Ministerio de Economía y Hacienda, de 17 de julio de 1990, por la 
que se aprueban las Instrucciones de Contabilidad para la Administración 
Local. 

 
1.5. Trámite de alegaciones. 

 
  En cumplimiento del artículo 23 del Reglamento de Organización y 
Funcionamiento de la Audiencia de Cuentas, el Proyecto de Informe fue remitido en 
fecha 4 de octubre de 2006 a la Entidad y a D. José Luis Méndez Hernández, Alcalde-
Presidente de la Corporación durante el periodo fiscalizado, a fin de que formulasen 
alegaciones y presentaran, en el plazo de 30 días hábiles a partir de su recepción, los 
documentos y justificantes que estimasen pertinentes. Con fecha 25 de octubre de 
2006, tuvo entrada en esta Audiencia de Cuentas el escrito de alegaciones de la 
Entidad. Por parte del anterior Alcalde-Presidente no se formularon alegaciones. 
 
  En el Anexo nº 1 se incorpora el texto íntegro de las alegaciones presentadas y 
en el nº 2 la contestación de la Audiencia de Cuentas a las no aceptadas. 
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2. OPINIÓN, CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
 
2.1. Opinión. 
 

Como resultado de la revisión efectuada, se ha obtenido la siguiente opinión: 
 
a) En relación con la legalidad 
 
La actividad económico-financiera llevada a cabo por el Ayuntamiento en las 

áreas objeto de la presente fiscalización no se ha ajustado, en el periodo analizado, a la 
normativa de aplicación. 

 
b) En relación con la situación económico-financiera 
 
En base a la fiscalización limitada efectuada, se puede concluir que no existen 

evidencias de que los Estados Contables examinados no hayan sido preparados de 
acuerdo con criterios contables adecuados. 

 
 

2.2. Conclusiones. 
 

1.- En la sesión plenaria de constitución de la Corporación de 14 de junio de 
2003 no se pudo realizar, por no encontrarse disponibles, ni el arqueo extraordinario ni 
la comprobación del Inventario de Bienes y Derechos de la Corporación. 

 
Por otra parte, la Corporación no dispuso de un manual de procedimiento o de 

un documento que recoja las instrucciones para la confección de inventarios y para el 
control de los bienes. Los bienes se encuentran sin etiquetar y codificar y no consta 
que se realizaran verificaciones físicas de los elementos (capítulo 3). 

 
2.- El Presupuesto General del ejercicio 2003 se encontraba sin aprobar en el 

momento de toma de posesión de la nueva Corporación tras las elecciones locales del 
2003. Además, los Presupuestos Generales de los ejercicios anteriores se aprobaron 
con retraso respecto a la fecha prevista en la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, 
Reguladora de las Haciendas Locales, con los ejercicios presupuestarios prácticamente 
terminados. Sin que conste que se dictara Resolución alguna de ajuste de los créditos a 
la baja (capítulo 4). 

 
3.- La liquidación del Presupuesto del ejercicio 2002, que debió ser aprobada 

por la Alcaldía antes de finalizar el mes de marzo de 2003, se encontraba sin aprobar 
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en el momento de toma de posesión de la nueva Corporación, lo que supuso el 
incumplimiento de los artículos 172 y 174 de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales (capítulo 5). 

 
4.- Las Cuentas Generales de los ejercicios 1997, 1998 y 1999 fueron aprobadas 

conjuntamente en el ejercicio 2000, en tanto que la de 2000 se encontraba sin aprobar 
en el momento de la toma de posesión por la nueva Corporación (capítulo 6). 

 
5.- La Corporación no disponía de la Relación de Puestos de Trabajo, exigida 

en los artículos 16 de la Ley 30 /1984 , de 2 de agosto, medidas urgentes para la 
reforma de la Función Pública, 86 de la Ley 2/1987, de 30 de marzo, de la Función 
Pública Canaria y 90.2 de la Ley de Bases de Régimen Local, ni de un catálogo de 
puestos a efectos del complemento específico, según se establece en la Disposición 
Transitoria Segunda del Real Decreto 861/1986, por el que se establece el régimen de 
las retribuciones de los funcionarios de la Administración local (capítulo 7). 

 
6.- En las nóminas del Alcalde-Presidente, Concejales, Funcionarios y Personal 

Laboral figuraban conceptos retributivos sin cobertura legal, consiguiéndose esta 
circunstancia respecto al personal laboral con fecha 4 de agosto de 2005 (capítulo 8). 

 
7.- Tras la Sentencia del 20 de septiembre de 1999 del Tribunal Superior de 

Justicia de Canarias, que anuló el acuerdo plenario de 11 de noviembre de 1999 por el 
que se fijaban indemnizaciones y retribuciones de la Alcaldía y Concejales con 
dedicación exclusiva y Concejales con delegaciones, se siguieron percibiendo por los 
miembros del equipo de gobierno sin dedicación exclusiva asignaciones por horas 
(capítulo 9). 

 
8.- En los libros de Actas del Pleno, de la Comisión de Gobierno y de 

Resoluciones de la Alcaldía se comprobó que: a) Con anterioridad al 4 de julio de 
2003, las Actas de las Comisiones de Gobierno  se encuentran sin formalizar en papel 
de Estado, en tanto que las Resoluciones de la Alcaldía con anterioridad y 
posterioridad a dicha fecha, no están formalizadas en papel del Estado b) Hasta el mes 
de octubre de 2003, las Resoluciones de la Alcaldía no fueron remitidas 
periódicamente ni a la Subdelegación del Gobierno, ni a la Comunidad Autónoma 
(capítulo 10). 

 
9.- Existen contratos celebrados sin observar el procedimiento legalmente 

establecido y con múltiples irregularidades (capítulo 11). 
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3. REALIZACIÓN DEL ARQUEO EXTRAORDINARIO Y LA 
COMPROBACIÓN DEL INVENTARIO DE BIENES Y DERECHOS DE LA 

CORPORACIÓN COMO CONSECUENCIA DE LAS ELECCIONES 
LOCALES DE 2003 

 
 

En la sesión plenaria de constitución de la Corporación de 14 de junio de 2003 no 
se pudo realizar, por no encontrarse disponibles, ni el arqueo extraordinario ni la 
comprobación del Inventario de Bienes y Derechos de la Corporación, lo que supuso el 
incumplimiento de los siguientes artículos: 
 
- 36.2 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el 

Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las 
Entidades Locales (en adelante, ROF): 

 
“Los Secretarios e Interventores tomarán las medidas precisas para que el día de 

la constitución de las nuevas Corporaciones locales se efectúe un arqueo y estén 
preparados y actualizados los justificantes de las existencias en metálico o valores 
propios de la Corporación, depositados en la Caja Municipal o Entidades bancarias, 
así como la documentación relativa al inventario del patrimonio de la Corporación y 
de sus Organismos autónomos”. 
 
- 86 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el 

Texto Refundido de las Disposiciones Legales Vigentes en materia de Régimen 
Local: 

 
“Las Entidades locales están obligadas a formar inventario valorado de todos lo 

bienes y derechos que les pertenecen, del que se remitirá copia a las Administraciones 
del Estado y de la Comunidad Autónoma y que se rectificará anualmente, 
comprobándose siempre que se renueve la Corporación”. 

 
- 33 y 34 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el 

Reglamento de Bienes de las Entidades Locales: 
 

Artículo 33 
 

“1. La rectificación del inventario se verificará anualmente, y en ella se reflejarán las 
vicisitudes de toda índole de los bienes y derechos durante esa etapa. 
 
2. La comprobación se efectuará siempre que se renueve la corporación y el 
resultado se consignará al final del documento, sin perjuicio de levantar acta 
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adicional con objeto de deslindar las responsabilidades que pudieran derivarse para 
los miembros salientes y, en su día, para los entrantes”. 
 
Artículo 34 
 
“El Pleno de la Corporación local será el órgano competente para acordar la 
aprobación del inventario ya formado, su rectificación y comprobación”. 
 

Dicha comprobación es importante, ya que la misma tiene como finalidad el 
deslindar las posibles responsabilidades de los nuevos corporativos por los errores de 
los anteriores y dificultar la exigencia de posibles responsabilidades a éstos. 

 
En este sentido, no consta la existencia de inventario de bienes ni actualizado 

ni formalmente aprobado (artículos 17 a 36 del Reglamento de Bienes de las 
Entidades locales). La última actualización se realizó por Acuerdo Plenario de 15 de 
junio de 1981.  

 
Bien es verdad, que las Entidades locales tradicionalmente han tenido 

dificultades para su elaboración, derivadas fundamentalmente de las siguientes 
circunstancias: 
 

a) La falta de un sistema de información que facilitase los oportunos datos. 
Hasta la entrada en vigor de la Instrucción de Contabilidad de la Administración 
Local, aprobado por Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 17 de julio de 
1990, las únicas fuentes de información sistematizadas consistían en las 
contabilidades presupuestaria y auxiliar mantenidas por las Intervenciones, las cuales, 
sin embargo, no estaban diseñadas para realizar un seguimiento patrimonial en su 
conjunto, siendo solamente útiles para el conocimiento de los derechos a cobrar y de 
las existencias de tesorería. 

 
b) La falta de implantación de procedimientos que informasen de las diferentes 

alteraciones de los bienes y derechos, derivadas de su adquisición y constitución, de la 
modificación de sus características físicas, calificación jurídica, valoración económica 
y de su cancelación y baja. 

 
c) La ausencia de criterios objetivos de valoración. 
 
d) La escasa o nula utilidad otorgada al inventario por los órganos de las 

Entidades locales, unida a las dificultades y a los costes de su permanente 
actualización. 
 



 

 12

 
e) La falta de un verdadero control sobre la antigua Cuenta de Administración 

del Patrimonio. 
 

Por otra parte, la Corporación no dispuso de un manual de procedimiento o de 
un documento que recoja las instrucciones para la confección de inventarios y para el 
control de los bienes. Los bienes se encuentran sin etiquetar y codificar y no consta 
que se realizaran verificaciones físicas de los elementos. 
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4. APROBACIÓN DEL PRESUPUESTO GENERAL  
DE LOS EJERCICIOS 2001 A 2003 

 
 

El Presupuesto General del ejercicio 2003 se encontraba sin aprobar en el 
momento de toma de posesión de la nueva Corporación tras las elecciones locales del 
2003. Además, los Presupuestos Generales de los ejercicios anteriores se aprobaron 
con retraso respecto a la fecha prevista en la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, 
Reguladora de las Haciendas Locales (en adelante LRHL), el de 2002 se aprobó el 5 
de diciembre de 2002 y, el de 2001 el 29 de noviembre de 2001. Por tanto, con los 
ejercicios presupuestarios prácticamente terminados. 

 
Como consecuencia de ello, se puso en marcha el mecanismo de la prórroga 

presupuestaria, previsto en el artículo 112.5 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, 
Reguladora de las Bases de Régimen Local (en adelante, LBRL) y en el 150.6 de la 
LRHL desarrollado por el artículo 21 del Real Decreto 500/1990, por el que se 
desarrolla el capítulo primero del Título sexto de la LRHL, en materia de 
presupuestos (en adelante, RPL). 

 
El equilibrio financiero de la Entidad depende de la ejecución de los 

Presupuestos, por lo que el cumplimiento de los plazos en su elaboración y 
aprobación facilita el control de aquél, en la medida que imposibilita la existencia de 
déficits iniciales, tal y como establecen los artículos 146.4 de la LRHL y 16.1 del 
RPL. 

 
El comienzo del ejercicio económico sin la aprobación definitiva del nuevo 

Presupuesto determina la demora en la aplicación de medidas correctoras en aquellas 
entidades que hubieran generado un Remanente de tesorería negativo en el ejercicio 
precedente y, en consecuencia contribuye a que se consoliden las situaciones de 
desequilibrio. Además, la aprobación tardía del Presupuesto genera otras 
consecuencias, tales como dificultades en el acceso a la cooperación económica del 
Estado, retrasos en la publicación y ejecución de la Oferta de Empleo o limitaciones 
para el acceso al endeudamiento. 

 
El importe del estado de gastos del Presupuesto prorrogado no podrá exceder 

del importe de los créditos iniciales del Presupuesto que se prorroga deducidos, en su 
caso, los que amparen gastos exclusivos del ejercicio anterior o cuya financiación 
(operaciones de crédito u otros ingresos específicos o afectados) fuera a percibirse 
únicamente en dicho ejercicio (artículo 21.2 del RPL). Esta minoración de los créditos 
iniciales del presupuesto anterior recibe la denominación de “ajustes a la baja” 
(artículo 21.3 del RPL). 
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Si bien a la competencia para ajustar a la baja los créditos iniciales del 

Presupuesto anterior, dado que el RPL nada establece al respecto, corresponde al 
Presidente de la Corporación, en base a la cláusula de competencia residual a favor de 
este órgano que se contiene en el artículo 2l.l.S de la LBRL, no consta que se dictara 
Resolución alguna de ajuste de los créditos a la baja. 
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5. APROBACIÓN DE LA LIQUIDACIÓN DEL PRESUPUESTO 
DEL EJERCICIO 2002 

 
 

La liquidación del Presupuesto del ejercicio 2002, que debió ser aprobada por 
la Alcaldía antes de finalizar el mes de marzo de 2003, se encontraba sin aprobar en el 
momento de toma de posesión de la nueva Corporación, lo que supuso el 
incumplimiento de los artículos 172 y 174 de la LRHL. 

 
 De acuerdo con el artículo 172.3 de la LRHL, la liquidación debió ser 

aprobada antes de finalizar el mes de marzo del ejercicio 2003. 
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6. APROBACIÓN DE LAS CUENTAS GENERALES  
DE LOS EJERCICIOS 1997 A 1999 

 
 
Las Cuentas Generales de los ejercicios 1997, 1998 y 1999 fueron aprobadas 
conjuntamente en el ejercicio 2000, en tanto que la de 2000 se encontraba sin aprobar 
en el momento de la toma de posesión por la nueva Corporación. 
 
Los Entidades locales, de acuerdo con el artículo 204 de la LRHL, deben rendir las 
cuentas de cada ejercicio, directamente a la Audiencia de Cuentas, antes del 15 de 
octubre del año siguiente al del cierre del ejercicio. Hay que tener en cuenta que el 
artículo 502.2 del Código penal contempla como obstaculización a la investigación de 
los órganos de control de las comunidades autónomas el hecho de negarse o dilatar 
indebidamente la remisión de los informes que éstos les soliciten. 
 
La mera remisión de la Cuenta General a la Audiencia de Cuentas, no supone la 
rendición de la misma, pues para ello se requiere el que vengan acompañadas de la 
aprobación plenaria (artículo 193 de la LRHL en relación con el 204 de la misma). 
 
La regulación clara sobre el procedimiento, la formación y tramitación de la Cuenta 
General, donde se indica como trámite final la obligación de aprobación de las 
cuentas y su rendición al órgano de control externo, junto con las actuaciones que 
anualmente realiza la Audiencia de Cuentas a fin de recordar a las Corporaciones 
Locales esta obligación legal, hacen que la no aprobación sólo pueda entenderse como 
una falta de interés para rendir las cuentas. Esta falta de interés afecta tanto a la 
persona encargada de elaborarlas como a los Alcaldes, que son los últimos 
responsables de la administración del ayuntamiento. 
 
Las personas a quienes pueden exigirse responsabilidades dependerán de la fase de la 
tramitación de la Cuenta General en que se haya producido la obstrucción. 
 
La responsabilidad administrativa de carácter disciplinario será exigible al interventor 
cuando el órgano responsable de la contabilidad municipal no facilite la información 
necesaria para que el Alcalde pueda rendir las cuentas, así como cuando no forme la 
Cuenta General. Pero, en última instancia, el responsable de la rendición y envío de 
las cuentas es el Alcalde, que es quien debería exigir responsabilidades cuando no se 
lleven a cabo los aspectos de control interno y dirección de la contabilidad que 
corresponden al interventor. 
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7. EXISTENCIA DE LA RELACIÓN DE PUESTOS DE TRABAJO 

 
 

La Corporación no disponía de la Relación de Puestos de Trabajo, exigida en 
los artículos 16 de la Ley 30 /1984, de 2 de agosto, medidas urgentes para la reforma 
de la Función Pública (en adelante LRFP), 86 de la Ley 2/1987, de 30 de marzo, de la 
Función Pública Canaria y 90.2 de la LBRL, ni de un catálogo de puestos a efectos 
del complemento específico, según se establece en la Disposición Transitoria Segunda 
del Real Decreto 861/1986, por el que se establece el régimen de las retribuciones de 
los funcionarios de la Administración local. 

 
El hecho de que la Corporación carezca de una Relación de Puestos de Trabajo 

supone que no disponga de la información que de la misma se desprende, ya que 
recoge la denominación y características esenciales de los puestos existentes en la 
Corporación, las retribuciones complementarias que les corresponden y los requisitos 
establecidos para su desempeño. 
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8. RETRIBUCIONES DEL ALCALDE-PRESIDENTE, CONCEJALES, 

FUNCIONARIOS Y PERSONAL LABORAL 
 
 

En las nóminas del Alcalde-Presidente, Concejales, Funcionarios y Personal 
Laboral figuraban conceptos retributivos sin cobertura legal. 

 
Así, en las nóminas del Alcalde-Presidente y Concejales figuraba un 

“Complemento Líquido” que no constaba en el acuerdo plenario de 02.07.03. 
 
De acuerdo con lo establecido en el artículo 75 de la LBRL, los miembros de las 

Corporaciones locales percibirán retribuciones por el ejercicio de sus cargos cuando los 
desempeñen con dedicación exclusiva, en cuyo caso serán dados de alta en el Régimen 
General de la Seguridad Social, asumiendo las Corporaciones el pago de las cuotas 
empresariales que corresponda. En el supuesto de tales retribuciones, su percepción será 
incompatible con la de otras retribuciones con cargo a los Presupuestos de las 
Administraciones Públicas y de los Entes, Organismos y Empresas de ellas 
dependientes, así como para el desarrollo de otras actividades, de acuerdo con la 
legislación sobre incompatibilidades aplicable. Los miembros de las Corporaciones 
locales que desempeñen sus cargos con dedicación parcial por realizar funciones de 
presidencia, vicepresidencia u ostentar delegaciones, o desarrollar responsabilidades 
que así lo requieran, percibirán retribuciones por el tiempo de dedicación efectiva a las 
mismas, en cuyo caso serán igualmente dados de alta en el Régimen General de la 
Seguridad Social, asumiendo las Corporaciones las cuotas empresariales que 
corresponda. Dichas retribuciones no podrán superar los límites fijados en la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado. Los Acuerdos Plenarios que determinen los cargos 
que lleven aparejada la dedicación parcial y sus retribuciones, deben contener el 
régimen de la dedicación mínima necesaria.  

 
Las Corporaciones locales consignarán en sus presupuestos las retribuciones, 

indemnizaciones y asistencias señaladas anteriormente, dentro de los límites que con 
carácter general se establezcan, en su caso. Deberán publicarse íntegramente en el 
Boletín Oficial de la Provincia y fijarse en el tablón de anuncios de la Corporación los 
Acuerdos Plenarios referentes a retribuciones de los cargos con dedicación exclusiva y 
parcial y régimen de dedicación de éstos últimos, indemnizaciones y asistencias, así 
como los acuerdos del Presidente de la Corporación determinando los miembros de la 
misma que realizarán sus funciones en régimen de dedicación exclusiva o parcial. 
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En cuanto a los funcionarios, figuran asignadas unas percepciones fijas como 
complemento de productividad, circunstancia que contraviene los artículos 5 y 7 del 
Real Decreto 861/1986, de 25 de abril, por el que se establece el Régimen de 
Retribuciones de los funcionarios de la Administración Local, que respecto al 
complemento de productividad señalan, en síntesis, lo siguiente: 

 
- El complemento de productividad se destinará a retribuir el especial 

rendimiento, la actividad extraordinaria y el interés e iniciativa en el desempeño del 
trabajo. 

 
Abundando en el carácter individual de dicha retribución, el punto 2 del 

mencionado artículo 5 viene a incidir en el sentido de que la productividad deberá 
apreciarse en función de las circunstancias relacionadas directamente con el puesto de 
trabajo y objetivos asignados al mismo. 

 
- La falta de continuidad de este complemento se refleja en el apartado 3 del 

citado artículo 5, al indicar que las cuantías asignadas no podrán originar, en modo 
alguno, ningún tipo de derecho individual respecto a las valoraciones o apreciaciones 
correspondientes a períodos sucesivos. 

 
Además, figura un “Complemento líquido” y una “Gratificación Emp.” (este 

último para el Secretario-Interventor), que contravienen el artículo 1 del Real Decreto 
861/1986, que establece que “De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 93 de la LBRL, 
los funcionarios de Administración local sólo podrán ser remunerados por los conceptos 
retributivos establecidos en el artículo 23 de la LRFP.  

 
En consecuencia, no podrán percibir participación alguna de los tributos, 

comisiones u otros ingresos de cualquier naturaleza que correspondan a la 
Administración o cualquier poder público como contraprestación de cualquier servicio 
o jurisdicción, ni participación o premio en multas impuestas, aún cuando estuviesen 
normativamente atribuidas a los mismos, ni retribuciones o contraprestaciones distintas 
a las determinadas en los artículos siguientes por ningún otro concepto, ni siquiera por 
confección de proyectos, dirección o inspección de obras o presupuestos, asesorías o 
emisión de dictámenes o informes, y ello sin perjuicio de lo que resulte de la aplicación 
del sistema de incompatibilidades. 

 
La prestación de servicio por el personal laboral del Ayuntamiento viene 

regulada por el convenio colectivo. En las nóminas se ha constatado la percepción de 
retribuciones no contempladas en el convenio suscrito lo que fue corregido por Decreto 
de la Alcaldía número 501/2005, de 4 de agosto de 2005. 

 



 

 20

9. PERCEPCIÓN DE INDEMNIZACIONES POR EL ALCALDE-
PRESIDENTE Y CONCEJALES 

 
 

Tras la Sentencia del 20 de septiembre de 1999 del Tribunal Superior de 
Justicia de Canarias, que anuló el acuerdo plenario de 11 de noviembre de 1999 por el 
que se fijaban indemnizaciones y retribuciones de la Alcaldía y Concejales con 
dedicación exclusiva y Concejales con delegaciones, se siguieron percibiendo por los 
miembros del equipo de gobierno sin dedicación exclusiva asignaciones por horas.  

 
En el caso de las indemnizaciones por horas, el artículo 13.5 del ROF, en 

relación al artículo 75.2 de la LBRL, en la redacción anterior a la Ley 14/2000, de 29 
de diciembre, establecía que «Todos los miembros de la Corporación, incluídos los 
que desempeñen cargos en régimen de dedicación exclusiva, tendrán derecho a recibir 
indemnizaciones por los gastos ocasionados por el ejercicio del cargo...», precepto 
que sirvió como fundamento a la Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de enero de 
2000 para considerar como indemnizaciones, además de las que derivan de gastos 
realizados en ejercicio del cargo siempre que se justifique documentalmente, aquéllas 
que vienen a compensar “una ganancia dejada de obtener a consecuencia del trabajo o 
dedicación que impida la obtención de otro ingreso durante el tiempo que tal trabajo o 
dedicación al cargo sea exigido, como en fin, por la «pérdida» o dedicación de un 
tiempo a una actividad cuando se podía haber dedicado a otra actividad particular”. 

 
A este tipo de indemnizaciones hemos de entender que responde la actuación 

del Ayuntamiento.  
 
Si bien, las cantidades abonadas, que deben serlo por la «pérdida» de tiempo 

dedicada a asuntos municipales, no llevan consigo la necesidad de afiliación, alta y 
cotización al Régimen General de la Seguridad Social, sí están sujetas al Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas. Y ello, porque tales indemnizaciones tienen la 
consideración de rendimientos del trabajo a efectos del impuesto en cuestión, a la 
vista de lo establecido en el artículo 16. 2. b) de la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y otras Normas Tributarias, que 
expresamente atribuía tal consideración a las cantidades que se abonen por razón de 
su cargo, entre otros, a los miembros de las Entidades Locales. Por consiguiente, tales 
indemnizaciones, al igual que las percepciones por asistencias a órganos colegiados 
están sujetas a tributación y deben ser objeto de la retención correspondiente. 

 
Con relación a dichos abonos, no consta retención alguna. 
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Tras la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, que dio nueva redacción al artículo 
75.2 de la LBRL, “Los miembros de las Corporaciones locales que desempeñen sus 
cargos con dedicación parcial por realizar funciones de presidencia, vicepresidencia 
u ostentar delegaciones, o desarrollar responsabilidades que así lo requieran, 
percibirán retribuciones por el tiempo de dedicación efectiva a las mismas, en cuyo 
caso serán igualmente dados de alta en el Régimen General de la Seguridad 
Social…”, este tipo de indemnizaciones dejaron de tener justificación, dada la 
posibilidad legal contemplada de percepción de retribuciones por los miembros 
electivos sin dedicación exclusiva.  
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10. FUNCIONAMIENTO DEL REGISTRO GENERAL, ASÍ COMO DEL 
LIBRO DE RESOLUCIONES 

 
 

En los libros de Actas del Pleno, de la Comisión de Gobierno y de 
Resoluciones de la Alcaldía se ha comprobado que: 

 
- Con anterioridad al 4 de julio de 2003 las Actas de las Comisiones de Gobierno 

de 2003 no están formalizadas en papel del Estado, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 135 y siguientes de la Ley 14/1990, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas Canarias. 

 
- Las Resoluciones de la Alcaldía de 2003 no están formalizadas en papel del 

Estado, conforme a lo dispuesto en el artículo 68 de la Ley 14/1990. 
 

- Hasta el mes de octubre de 2003 las Resoluciones de la Alcaldía no fueron 
remitidas periódicamente ni a la Subdelegación del Gobierno, ni a la Comunidad 
Autónoma, conforme dispone el artículo 56.1 de la LBRL y 196 del ROF. 
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11. TRAMITACIÓN DE LOS CONTRATOS 
 
 

Existen contratos administrativos celebrados sin observar el procedimiento 
legalmente establecido y con múltiples irregularidades. Así: 

 
a) Arrendamiento de Bar-Restaurante Piscina municipal a la entidad mercantil 
“Corujera Promociones Turísticas SL”. 

 
- Por Resolución de la Alcaldía-Presidencia se adjudicó provisionalmente el 

arrendamiento, por un periodo máximo de un año. Dicho acuerdo se adoptó sin 
tramitar expediente alguno y, por tanto, prescindiendo total y absolutamente del 
procedimiento legalmente establecido en el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 18 de 
junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas (en adelante, TRLCAP). La duración del contrato era de 
un año, finalizando automáticamente en el momento de ser adjudicado el concurso. El 
precio del arrendamiento era de 1.202 euros (200.000 pesetas) mensuales, que nunca 
se pagaron por el arrendatario. Tampoco consta el depósito de la fianza. 

 
- Según se hace constar en el contrato suscrito, tras la adjudicación del concurso 

celebrado y en el borrador del Acta de la Comisión de Gobierno de 19 de octubre de 
2000, el Pliego de Cláusulas Administrativas fue aprobado por la Comisión de 
Gobierno en sesión celebrada el 24 de agosto de 2000. Sin embargo, en el Acta de 
dicha sesión no consta tal acuerdo. 

 
- En el expediente no consta la declaración de urgencia debidamente motivada, 

tal como dispone el artículo 71 del TRLCAP. 
 
- No consta en el expediente la constitución de la Mesa de Contratación.  
 
- La formalización del contrato de arrendamiento se realizó con retraso, el 26 de 

febrero de 2001, cuando el artículo 71.2.d del TRLCAP establece, que en los 
expedientes declarados urgentes, que el plazo de inicio de la ejecución del contrato no 
podrá ser superior a dos meses desde la fecha de adjudicación, quedando resuelto el 
contrato en caso contrario, salvo que el retraso se debiera a causas ajenas a la 
Administración contratante y al contratista y así se hiciera constar en la 
correspondiente resolución motivada. 

 
- En el expediente no consta solicitud ni autorización expresa para la realización 

de obras de mejora por el arrendatario, tal como contemplaba la cláusula Tercera del 
Pliego. No obstante, en el expediente obraban dos facturas, por un importe de 820 
euros (136.500 pesetas) y 11.588 euros (1,9 Mp). 
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No obstante, por Resolución de la Alcaldía de 29 de julio de 2002 se acordó una 

compensación de deudas entre la empresa adjudicataria y el Ayuntamiento. 
 
Ello supuso el incumplimiento del artículo 154 de la LRHL. 
 
- Con fecha 13 de enero de 2003 figura un fax de la empresa adjudicataria en el 

que se indicaba que de “conformidad con las conversaciones mantenidas………… 
damos por rescindido el contrato” y que “previas las oportunas valoraciones, esa 
Corporación de por liquidado el importe que adeuda esta empresa, con la entrega de 
material inventariable de nuestra propiedad”.  

 
- Por Resolución de la Alcaldía de 2 de abril de 2003 se acordó una 

compensación de deudas entre la empresa adjudicataria y el Ayuntamiento, de la que 
resultaba una liquidación favorable a la empresa de 288 euros y, por la que el 
Ayuntamiento adquiría una serie de bienes inventariables de la empresa. 

 
A la citada Resolución no se acompañaba la relación detallada de los bienes 

adquiridos, aunque sí consta inventario aportado por la empresa en el que se valora en 
19.643 euros.  

 
- Por Resolución de la Alcaldía de 8 de mayo de 2003 se acordó la adquisición 

de mobiliario a la empresa adjudicataria y la compensación de deuda con la compañía 
eléctrica UNELCO por el suministro realizado al arrendatario, quedando un saldo a 
favor de la empresa por 12.174 euros. 

 
- Por Resolución 000227/2005 del Juzgado Contencioso Administrativo Nº 2 de 

Santa Cruz de Tenerife se estimó el recurso interpuesto por “Corujera Promociones 
Turísticas SL”, debiendo el Ayuntamiento abonar la cantidad de 12.955 euros, junto a 
los intereses legales devengados, así como los que se devenguen hasta la efectiva 
entrega del aval bancario reclamado. 

 
- El Pleno de la Corporación en sesión celebrada el 25 de mayo de 2006 adoptó 

el acuerdo de declarar la nulidad de las Resoluciones de Alcaldía nº 440/2002 y 
229/2003 por incurrir en vicios de nulidad de pleno derecho y, en su virtud dictar 
resolución por la que se acuerde: a) declarar la rescisión del contrato de 
arrendamiento por incumplimiento contractual unilateral por parte del contratista, con 
efectos de 2 de abril de 2003 b) requerir el pago de la deuda en concepto de canon 
liquidado por el arrendamiento, por el periodo comprendido entre el 01.08.00 hasta 
31.12.02, por importe de 48.526,10 euros c) aprobar la liquidación del canon 
correspondiente a los meses enero-abril de 2003, por importe total de 8.443,01 euros y 
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d) reconocer los créditos a favor de la entidad mercantil por importe total de 
10.096,55 euros”. 

 
b) Arrendamiento de Bar-Cafetería de Las Manzanillas. 

 
- Con fecha 1 de enero de 1991 se suscribió un contrato de arrendamiento entre 

el Ayuntamiento y un empresario, con un precio de 240 euros (40.000 pesetas) 
mensuales, cuya duración se fijó en cinco años. En el contrato se hace referencia a un 
inventario que no consta en el expediente, que el arrendatario deberá devolver a la 
terminación del contrato. 

 
- Por Resolución de la Alcaldía de 18 de enero de 2000 se aprobó una 

compensación de deudas por impago del arrendamiento con cargo a la fianza y al 
material existente en el bar (no consta el inventario de los bienes compensados). La 
Resolución ordena el desalojo una vez abonados los 1.452 euros (241.670 pesetas) 
resultantes de la compensación. 

 
- Con fecha 28 de marzo de 2000 se suscribió nuevo contrato con otro 

empresario, con un precio de 442 euros (73.550 pesetas) mensuales y una duración de 
tres años. No consta en el expediente el depósito de la garantía definitiva ni inventario 
de los bienes existentes en las instalaciones. 

 
- Con fecha 17 de julio de 2001, el adjudicatario comunica la cesión del contrato 

a otro empresario. 
 
- Con fecha 8 de julio de 2002 se suscribió por el Ayuntamiento y una 

empresaria un nuevo contrato de arrendamiento, con una duración de cinco años, con 
un precio de 352 euros mensuales. No se estableció garantía ni se hizo referencia a 
inventario de bienes entregados. 

 
- Con fecha 7 de enero de 2002 consta una instancia dirigida al Ayuntamiento y, 

firmada por una persona que no era la adjudicataria, solicitando una reducción del 
alquiler mensual. 

 
- Según informe de la Secretaría-Intervención de 9 de febrero de 2004 “los 

arrendamientos de octubre, noviembre y diciembre de 1995 no han sido abonados. 
Tampoco los del año 1996, ni los de enero a septiembre de 1997, ni los de julio de 
1998 hasta el 15 de abril de 2000. Tampoco los de agosto de 2002 hasta el presente”. 

 
- Con fecha 3 de marzo de 2004 se suscribe un inventario según el cual se 

desconoce la situación de diverso material. 
 



 

 26

- Mediante Decreto de 26 de marzo de 2004 se acordó incoar un expediente de 
investigación relativo a la supuesta desaparición de diverso material. 

 
c) Enajenaciones, adquisiciones y permutas de bienes de titularidad municipal 

sin observar las mínimas garantías legales, entre las que se encuentra la adjudicación 
de parcelas de titularidad municipal a CajaCanarias para su posterior venta a quien 
ostentaba el cargo de Alcalde-Presidente de la Corporación.  

 
- Con fecha 24 de septiembre de 2002 se suscribió un “contrato administrativo 

de adquisición de terreno en el barrio de San Bernardo de titularidad de D. Ángel 
Placeres Luis”, por el que el Ayuntamiento permuta una parcela de titularidad futura 
de la Corporación, sin que conste documentación adicional alguna, lo que supondría 
el haber prescindido total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido. 
Además, se califica de contrato administrativo cuando tiene carácter privado. 

 
- Con fecha 13 de junio de 2003 se suscribió un “contrato administrativo de 

adquisición de terreno propiedad de Don José Manuel Hernández Martín por el 
Ayuntamiento de Los Silos, Tenerife”, por el que el Ayuntamiento acuerda abonar el 
precio de un solar tres años después de su ocupación. Al igual que en el anterior 
contrato, la calificación como administrativo es errónea, por tratarse de un contrato 
privado, en el que se prescindió total y absolutamente del procedimiento legalmente 
establecido. Además, el Alcalde-Presidente se encontraba en el momento de su 
formalización en funciones, por lo que según el artículo 194.2 de la Ley Orgánica de 
Régimen Electoral General, continuaba sus funciones solamente para la 
Administración ordinaria hasta la toma de posesión de sus sucesores. Por otra parte, la 
superficie de la finca era inferior a la adquirida, según la escritura notarial.  

 
- Con fecha 7 de agosto de 2002 se suscribió un “contrato administrativo de 

permuta terreno de titularidad de D. Domingo Hernández Abreu por otro municipal en 
la zona de Sibora”. Si bien el contrato se califica de permuta, atendiendo a lo pactado, 
se corresponde más bien con una adquisición de bien inmueble, en la que se prevé una 
novación contractual condicionada a la aprobación definitiva de un Plan Parcial y a la 
disponibilidad de terrenos municipales. Dado que se tramitó como contrato privado de 
permuta, en el expediente no consta: la Resolución de iniciación, la valoración técnica 
de los bienes a permutar, los informes de Secretaría e Intervención, acuerdo de 
aprobación de la permuta, formalización en escritura pública ni la inscripción en el 
Registro de la Propiedad, registro contable de la operación. 

 
d) Adquisición de un vehículo y supuesta enajenación gratuita a un tercero sin 

observar el procedimiento legalmente establecido, por lo que se ha incoado 
expediente de investigación 1/2004. 
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- Con fecha 1 de diciembre de 1996 se suscribió un “contrato administrativo de 
arrendamiento (con derecho a opción de compra) del uso (por el servicio público) de 
camión propiedad del Sr. José Roque Méndez” entre el Alcalde-Presidente y el 
propietario. 

 
Lo que en ese momento no era legalmente posible, pues hasta la entrada en vigor 

de la Ley 53/1999  de 28 de diciembre, la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos 
de las Administraciones Públicas, de conformidad con la prohibición de su artículo 
14.3 y del concepto de suministro del artículo 172, no permitía la celebración de 
contratos de arrendamiento de bienes con opción de compra. 

 
En el expediente no constan actuaciones relativas a la preparación y adjudicación 

del contrato. Tampoco obra una valoración del bien a adquirir. 
 
- Según informe de la Policía Local de de 16 de febrero de 2004, el vehículo se 

encontraba en la finca de una persona ajena al Ayuntamiento. 
 
- En la sesión plenaria de 25 de marzo de 2004, el anterior Alcalde-Presidente 

manifestó que el camión estaba inservible y que para llevarlo al desguace el 
Ayuntamiento debía poner los medios necesarios y que, por ello, lo cedió a un 
particular. 

 
- En escrito de 17 de abril de 2004 el particular en cuya finca se encontraba el 

camión solicitó del Ayuntamiento que fuera retirado de su finca por las molestias que 
le producía. 

 
- El día 17 de junio de 2004 el Ayuntamiento recuperó la posesión del citado 

vehículo. 
 
- La Junta de Gobierno Local de 6 de agosto de 2004 acordó remitir al 

Ministerio Fiscal fotocopias compulsadas de todos los informes evacuados por la 
Asesoría Jurídica y la Secretaría-Intervención en relación con el expediente de 
investigación. 
 
  Santa Cruz de Tenerife, a 30 de noviembre de 2006. 
 

EL PRESIDENTE, 
 
 
 

Fdo.: Rafael Medina Jáber 
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ANEXO Nº 2 
CONTESTACION A LAS ALEGACIONES 

 
 

Para una mayor claridad del presente informe se mencionará, en primer lugar, 
un resumen de la alegación para, a continuación, comentar la misma. 
 
 PRIMERA: Capítulo 9, páginas 21-22 del Informe. 
 

Resumen: La Corporación reconoce que es cierto lo manifestado en el Informe 
sobre que “las percepciones por asistencias a órganos colegiados” están sujetas a 
tributación y deben ser objeto de la retención correspondiente. Por ello, pone de 
manifiesto que se adoptaran las medidas necesarias para su subsanación. 

 
Justificación: No se trata propiamente de una alegación. 
 

SEGUNDA: Conclusión 8, página 9 y Capítulo10, página 23 del Informe. 
 
Resumen: La Corporación reconoce que es cierto lo manifestado en el Informe 

sobre que “Las Resoluciones de la Alcaldía de 2003 no están formalizadas en papel de 
Estado”. 

 
Justificación: No se trata propiamente de una alegación. 
 

TERCERA: Conclusión 9, página 9 y Capítulo 11, páginas 26 y 27 del  Informe. 
 
Resumen: Se alega, respecto a  los incumplimientos observados en la 

tramitación del expediente de contratación de arrendamiento del Bar- Cafetería de las 
Manzanillas señaladas en el Informe que el expediente se envió al juzgado de 
instrucción. 

 
Justificación: No se trata propiamente de una alegación. 

 
CUARTA: Conclusión 9, página 9 y Capítulo 11, página 28 del  Informe. 

 
Resumen: Se alega, respecto a los incumplimientos cometidos en la tramitación 

del expediente de contratación y cesión gratuita de un camión propiedad del 
Ayuntamiento señaladas en el Informe  que el expediente se envió al juzgado de 
instrucción. 

 
Justificación: No se trata propiamente de una alegación. 


